
Honorable Cámara de Diputados de la Nación 

PROYECTO DE LEY 

 

El Senado y la Cámara de Diputados…. 

 

Artículo 1°.-  Derógase el inciso e) del artículo 4° y el inciso c del artículo 5° de la 

Ley n° 23.283. 

Artículo 2°.- Incorpórase el inciso e) al artículo 8° de la Ley n° 24.156: “e) Los entes 

cooperadores con los que la administración pública nacional hubiera celebrado o 

celebre convenios que tengan por objeto la cooperación técnica o financiera con 

organismos estatales” 

Artículo 3°.- Incorpórase como último párrafo al artículo 11° de la Ley n° 23.283 lo 

siguiente: “Adicionalmente, el fondo de cooperación técnica y financiera estará 

sujeto al control de la Sindicatura General de la Nación y de la Auditoria General 

de la Nación, de conformidad con la Ley n° 24.156” 

Artículo 4º.-  Los convenios que tengan por objeto la cooperación técnica o 

financiera con organismos estatales deberán encontrarse disponible para su consulta 

en forma completa y actualizada en la página oficial de internet de cada organismo.  

Artículo 5°.- Comuníquese al PODER EJECUTIVO NACIONAL 

 

VICTORIA BORREGO 
JUAN MANUEL LÓPEZ 

MAXIMILIANO FERRARO 
MÓNICA FRADE 

PAULA OLIVETO LAGO 
MARCELA CAMPAGNOLI 

  



FUNDAMENTOS 

SEÑOR PRESIDENTE: 
 

Las Leyes n° 23.283 y n° 23.412 facultaron al Poder Ejecutivo Nacional, por intermedio del 

Ministerio de Justicia, a celebrar convenios con entidades públicas o privadas que tengan por 

objeto la cooperación técnica y financiera con dicha dependencia. En tal contexto, el artículo 

4° de la Ley 23.283 estableció la posibilidad de que las prestaciones a recibir por el Estado 

consistieran en el otorgamiento de incentivos a los agentes permanentes a través de 

estímulos pecuniarios o becas, para la asistencia a cursos, congresos o jornadas científicas, 

mediante los cuales se propenda a su capacitación o perfeccionamiento, facultando al Estado 

a definir las condiciones, montos y beneficiarios de dichos incentivos (art. 5° de la Ley 

23.283). 

 

Oportunamente, el miembro informante del proyecto de Ley afirmó que dicha posibilidad de 

suscribir convenios “…implicará una reducción de las erogaciones del Estado, ya que serán 

los entes cooperadores los que aportarán en forma gratuita la infraestructura y personal 

necesarios para la prestación de los servicios…”. Sin embargo, luego de 30 años de vigencia, 

es posible concluir que se han desvirtuado los objetivos iniciales que pudieron ser 

considerados por el legislador y la práctica actual ha demostrado que la asignación de 

incentivos al personal dependiente del Ministerio de Justicia se ha vuelto una práctica 

habitual.  

 

En la práctica, el pago de incentivos al personal dependiente del Ministerio de Justicia 

configura un verdadero sobre sueldo, que no genera ahorro alguno para el Estado Nacional 

(por cuanto el Estado abona la totalidad del salario que corresponde según su categoría) y 

coloca al personal del Ministerio en una absoluta desigualdad en relación a empleados 

públicos de otros ministerios, permitiéndole cobrar una suma adicional denominada 

“incentivo” únicamente por brindar sus servicios en el ámbito del citado ministerio. 

  

Recientemente, y como respuesta a una solicitud de acceso a la información, el Ministerio ha 

informado que más de 1.500 agentes del Ministerio perciben dichos incentivos, y que 

totalizan sumas millonarias, de acuerdo al siguiente detalle (desagregado desde Diciembre 

de 2021 y por ente cooperador): 

 



 

 

 



 

  

A ello se suma que por dichos “incentivos”, quienes los perciben no tributan impuesto 

alguno. Ya en el año 1994 la entonces Dirección General Impositiva pretendió que dichas 

sumas fueran consideradas a fin de calcular las sumas a abonar en concepto de impuesto a 

las ganancias. Sin embargo, la Procuración del Tesoro de la Nación, mediante dictamen n° 

080 de fecha 15 de Julio de 1994, ha interpretado que el pago de dicho incentivo se trata de 

una decisión discrecional por parte del Ente Cooperador y que no se trataría de un estímulo 

de carácter general o permanente.  

 

Luego, el Decreto n° 205/95 dispuso: “No hacer lugar al reclamo pecuniario formulado por 

la Dirección General Impositiva al Ministerio de Justicia por la falta de cancelación de los 

aportes y contribuciones previsionales correspondientes al “incentivo” percibido por sus 

agentes en virtud del sistema de cooperación estatuido por las Leyes 23.283 y 23.412 

durante el período comprendido entre los meses de julio a octubre de 1993” 

 

Más tarde, en Octubre de 1995 se volvió a expedir la Procuración del Tesoro de la Nación y 

señaló que dicho “incentivo” configura una liberalidad de decisión discrecional de la 

autoridad que los asigna a sus destinatarios.  

 

Sin embargo, tal como lo demuestra la realidad y la información brindada por el Ministerio 

de Justicia, el pago de incentivo se ha vuelto habitual y permanente y lo perciben la totalidad 

de los empleados del Ministerio de Justicia, habiéndose desvirtuado totalmente su objetivo 

inicial y configurando un verdadero sobre sueldo. 

 

Asimismo, para completar el régimen de los entes cooperadores, las normas no los han 

incluído a los mecanismos de control interno y externo previsto en la Ley de Administración 

Financiera n° 24.156.  En el dictamen n° 074, del 06 de Julio de 1994 la Procuración del 

Tesoro luego de analizar la normativa concluyó que: “los fondos que se recaudan en el marco 

de los convenios suscriptos al amparo de las leyes 23.283 y 23.412 asi como los sujetos a los 



que corresponde su propiedad, administración, conservación se encuentran fuera del ámbito 

de control que establece la Ley 24.156.” 

 

Cabe resaltar que dichos fondos de cooperación tienen su origen en una Ley, y que los fondos 

que perciben son contribuciones obligatorias que perciben para la realización de trámites 

estatales vinculados a las transferencias de automotores. Además, su existencia es para dar 

cumplimiento a la satisfacción del interés general. Por este motivo, la Procuración señaló que 

ello da margen a interpretar que “nos encontramos en presencia de un recurso de 

naturaleza paraestatal”. Incluso la Coalición Cívica ha propuesto un nuevo régimen jurídico 

del automotor (5063-D-2023). 

 

Ahora bien, mediante el proyecto de ley que aquí se propone se pretende que los fondos se 

encuentren sujetos al control interno y externo, en cabeza de la Sindicatura General de la 

Nación y la Auditoría General de la Nación respectivamente. La legislación ha ido avanzando 

hacia el mayor control de estos fondos, por ejemplo, al incluirse a  los entes cooperadores 

con los que la administración pública nacional hubiera celebrado o celebre convenios que 

tengan por objeto la cooperación técnica o financiera con organismos estatales como sujetos 

obligados a brindar información pública de conformidad con la Ley n° 27.275 

 

Por los motivos expuestos, con la convicción de que este proyecto de Ley mejora la 

transparencia, administración y ejecución de fondos que son recaudados en cumplimiento de 

una función pública, solicito a los señores diputados su acompañamiento. 
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